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QUEJOSAS Y RECURRENTES: **********
PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSío DÍAZ

SECRETARIA: RAÚL MANUEL MEJÍA GARZA Y MIREYA MELÉNDEZ ALMARAZ

En atención a lo dispuesto por el artículo 73, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, así como la jurisprudencia de rubro: “PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.”
, a continuación se hace público el fragmento del proyecto de sentencia del Amparo Directo en Revisión 5609/2014, en el cual se realiza el estudio de constitucionalidad respectivo:
¿El artículo tercero transitorio del Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor transgrede los artículos 49 y 89, fracción I, de la Constitución?
29. La norma transitoria de que se trata es del tenor siguiente:

“TERCERO.-Las tarifas expedidas para el cobro de regalías mantendrán su vigencia hasta en tanto el Instituto proponga las nuevas.”

30. Ahora, para llevar a cabo el estudio de los conceptos de violación que el Tribunal Colegiado dejó de analizar y dar respuesta a la interrogante formulada al epígrafe, es necesario conocer qué tarifas son las que el ejecutivo quiso mantener vigentes de partir de su facultad reglamentaria y cuál es el contenido de la Ley Federal del Derecho de Autor en relación a los aranceles para calcular las regalías por derechos de autor, esto, a fin de resolver si, como sostienen los recurrentes, el artículo cuestionado transgrede los artículos 49 y 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
31. El estudio de que se trata debe partir de una exposición breve de los antecedentes que enseguida se relacionan.

Antecedentes

32. En el Libro II, Título VIII, del Código Civil de mil novecientos veintiocho quedó de manifiesto la regulación del derecho de autor, específicamente en su artículo 1244 que sirvió de fundamento para que, en uso de la facultad concedida en el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el entonces Presidente Abelardo L. Rodríguez expidiera el Reglamento para el Registro de Obras Artísticas, publicado en el Diario Oficial de la Federación de siete de marzo de mil novecientos treinta y cuatro.

33. Si bien desde mil novecientos treinta y cuatro se expidió dicho Reglamento, sus disposiciones se encontraban dirigidas básicamente al registro de la obra artística y no fue sino hasta que se expidió el Reglamento para el Reconocimiento de Derechos Exclusivos de Autor, Traductor o Editor publicado el diecisiete de octubre de mil novecientos treinta y nueve en el Diario Oficial de la Federación, que se incorporó la locución “pequeño derecho” entendiéndose por éste, la “remuneración que debe pagarse al autor de una obra dramática, musical o dramático-musical, por la representación, exhibición o ejecución pública de todo o parte de ella, en sitios en que se lucre en alguna forma”, cuyo monto se causaría de acuerdo al cuadro tarifario contenido en el propio Reglamento, al tenor de las disposiciones en las que se explicaba cómo habría de realizarse el cálculo correspondiente.

34. Los anteriores reglamentos dejaron de tener vigencia ante la expedición de la primera Ley Federal sobre el Derecho de Autor de mil novecientos cuarenta y siete, publicada el catorce de enero de mil novecientos cuarenta y ocho en el Diario Oficial de la Federación, que derogó el Título VIII, Libro II, del Código Civil para el Distrito y Territorios Federales. En ese tenor los derechos de que se trata se empezaron a regular en una Ley de carácter federal, reglamentaria de la materia específica del Derecho de Autor.

35. Abrogada que fue esa ley, se promulgó la nueva Ley Federal sobre el Derecho de Autor de veintinueve de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis (publicada el treinta y uno siguiente), en cuyo artículo 95 se facultó a la Secretaría de Educación Pública para expedir las tarifas correspondientes a la remuneración por la representación, exhibición, proyección y, en general, por el uso o explotación de obras o ejecución pública de una obra. Tal disposición dice:

“Artículo 95.-Los derechos de ejecución, representación, exhibición, proyección y, en general, por el uso o explotación de obras protegidas por esta ley, se regularán por los convenios celebrados por los autores con los usuarios o con las asociaciones de usuarios o con los distribuidores, en el caso de la cinematografía, y, en su defecto, por las tarifas que expida la Secretaría de Educación Pública de conformidad con los precedentes que existan y con la equidad, procurando ajustar los intereses de los autores y de los usuarios; a cuyo efecto la Secretaría de Educación integrará comisiones mixtas de autores, usuarios y representantes de ella para su estudio. La resolución definitiva será dictada por el titular de la Secretaría de Educación Pública.

Estos derechos se causarán cuando las ejecuciones, representaciones, exhibiciones, proyecciones, uso o explotación de las obras sean públicos o con fines de lucro. Se considerarán públicas aun cuando sean gratuitas las que lleven a cabo fuera del círculo de una familia, de una fiesta o acto de carácter familiar, escolar, de beneficencia, religioso o cívico.

Las disposiciones de este artículo son aplicables en lo conducente a los derechos de los ejecutantes o intérpretes.”

36. Con fundamento en el citado artículo, la Secretaría de Educación Pública publicó en el Diario Oficial de la Federación de ocho de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, las tarifas que regularían el cobro del derecho de autor por la ejecución, representación, exhibición o explotación de obras protegidas por ley, en los casos en que no existieran convenios entre los interesados, o los existentes hubieren dejado de tener vigencia legal, de las que enseguida se da una breve explicación.

36.1 De acuerdo con la publicación en el Diario Oficial de la Federación, dichas tarifas se clasifican de la siguiente manera:

· Sección 1ª. Radio y televisión

· Sección 2ª. Películas cinematográficas

· Sección 3ª. Teatro

· Sección 4ª. Grabación de discos fonográficos, cilindros, cintas o bandas sonoras, que no formen parte de películas cinematográficas. 

· Sección 5ª. Centros de diversión (cabarets, salones, academias, clubes de baile y similares)

· Sección 6ª. Aparatos de reproducción fonomecánica o electromecánica

· Sección 7ª. Hoteles, restaurantes, fuentes o salones de sodas, refrescos, helados o té, merenderos, cafés, fondas y otros similares

· Sección 8ª. Circo, ferias, diversiones al aire libre, anuncios, propaganda comercial o para atraer o entretener al público.

· Sección 9ª. Música varia.

36.2 En cuanto a las tarifas de radio y televisión, éstas a su vez se clasifican según el tipo de obra y el tiempo de duración de la transmisión. Para cada uno de esos catálogos, se fijan los porcentajes que corresponden por los derechos de autor, mismos que se obtienen a partir de las tarifas autorizadas a las radiodifusoras y estaciones transmisoras por la entonces Secretaría de Comunicaciones y Obras Públicas (equivalente a la actual Secretaría de Comunicaciones y Transportes). A guisa de ejemplo: Por la transmisión de un programa de radio sobre una obra de comedia, con duración de una hora (56 minutos efectivos), los derechos de autor corresponden a una cantidad igual al precio de 15.88 segundos del tiempo que, de acuerdo con las tarifas autorizadas a las radiodifusores por la Secretaría de Comunicaciones y  Transportes, tenga el más alto costo.

36.3 Por lo que hace a las películas cinematográficas, la Secretaría de Educación Pública dispuso que los derechos de autor se regularán, en todos los casos, por los convenios que previamente se celebren entre el titular del derecho de autor y el productor o distribuidor de la película.

36.4  Respecto de las obras de teatro, las regalías  por los derechos de que se trata corresponden al 10% de la entrada bruta de cada función, que se dividirá según el número de elementos artísticos que participen en la obra (argumento, música, coreografía, etcétera).

36.5 Sobre la grabación de discos fonográficos, cilindros, cintas o bandas sonoras, que no formen parte de películas cinematográficas, los derechos, regalías o cualquiera otra percepción que constituya el precio de la autorización del titular del derecho de autor para la edición o grabación de la obra, se regularán, en todos los casos, por los convenios que previamente se celebren entre el titular del derecho de autor y el editor, grabador o empresa editora o grabadora.

36.6 
En el resto de las secciones se establecen, por un lado, los porcentajes que corresponden por el tipo de obra artística precisada en las secciones anteriores, de acuerdo con el lugar en que éstas se reproduzcan o transmitan; además, se establecen algunas reglas y limitaciones  en cuanto a su reproducción. 

37. Posteriormente, la Ley Federal del Derecho de Autor  publicada el veinticuatro de diciembre de mil novecientos noventa y seis, conforme a su artículo segundo transitorio, abrogó la Ley de veintinueve de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis, que había servido de fundamento para la expedición de las tarifas de las que se ha dado noticia.

38. En relación a ese preciso tema, es decir, en lo referente a las tarifas para el pago de regalías por derechos de autor, la nueva ley dispuso en su artículo 212 que aquéllas serían propuestas por el Instituto Nacional del Derecho de Autor a solicitud expresa de las sociedades de gestión colectiva o de los usuarios respectivos. Dicha norma establece:

“Artículo 212.-Las tarifas para el pago de regalías serán propuestas por el Instituto a solicitud expresa de las sociedades de gestión colectiva o de los usuarios respectivos.
El Instituto analizará la solicitud tomando en consideración los usos y costumbres en el ramo de que se trate y las tarifas aplicables en otros países por el mismo concepto. Si el Instituto está en principio de acuerdo con la tarifa cuya expedición se le solicita, procederá a publicarla en calidad de proyecto en el Diario Oficial de la Federación y otorgará a los interesados un plazo de 30 días para formular observaciones. Si no hay oposición, el Instituto procederá a proponer la tarifa y a su publicación como definitiva en el Diario Oficial de la Federación.

Si hay oposición, el Instituto hará un segundo análisis y propondrá la tarifa que a su juicio proceda, a través de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.”

39. Con el objeto de reglamentar las disposiciones de la Ley Federal del Derecho de Autor de mil novecientos noventa y seis, el veintidós de mayo de mil novecientos noventa y ocho se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor
 en el que, respecto de las tarifas a que se refiere la ley en su artículo 212, se estableció el procedimiento a seguir para su determinación, de acuerdo con lo que se transcribe a continuación:

     “CAPÍTULO III
 DE LAS TARIFAS
Artículo 166.- Las tarifas a que se refiere el artículo 212 de la Ley serán la base sobre la cual las partes podrán pactar el pago de regalías y constituirán criterios objetivos para la cuantificación de daños y perjuicios por parte de las autoridades judiciales.

Artículo 167.- La solicitud para iniciar el procedimiento para el establecimiento de tarifas para el pago de regalías deberá contener:

I.        Nombre y domicilio de la sociedad que promueve la solicitud o, en su caso, el de la cámara, grupo o asociación de usuarios, así como el de quien promueve en su nombre y los documentos con que acredite su personalidad;

II.       Nombre y domicilio de la cámara, grupo o asociación de usuarios o, en su caso, el de la sociedad o sociedades a quienes resultaría aplicable la tarifa;

III.      Forma de explotación, así como la clase de establecimientos para los cuales resultará aplicable la tarifa, y

IV.     Tarifa propuesta por el solicitante que deberá:

a) Basarse en criterios objetivos y determinables mediante una simple operación aritmética;

b) En caso de formas de explotación en las que participen diversas clases de titulares de derechos de autor y derechos conexos, establecer la participación que cada clase de titulares tendrá sobre la tarifa global, y

c) Justificar mediante criterios objetivos la tarifa propuesta.

Artículo 168.- Recibida la solicitud, el Instituto notificará a la cámara, grupo o asociación de usuarios o sociedad de que se trate para que en un término que no exceda de 30 días manifieste lo que a su derecho convenga, en relación con la tarifa propuesta.

Artículo 169.- La cámara, grupo o asociación de usuarios o, en su caso, la sociedad de que se trate, podrá formular contrapropuesta en términos de la fracción IV del artículo 167 de este Reglamento.

Artículo 170.- El Instituto analizará y valorará las propuestas de conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 212 de la Ley.

Si las propuestas fueran conciliables, el Instituto, de oficio, ajustará las posiciones de las partes y propondrá, provisionalmente, la tarifa que a su juicio proceda, mediante su publicación en el Diario Oficial.

En la publicación, el Instituto otorgará a los interesados un término de 30 días para que manifiesten lo que a su derecho convenga.

Transcurrido este plazo, si no hubiere oposición, el Instituto propondrá en forma definitiva la tarifa mediante su publicación en el Diario Oficial.

Artículo 171.- Si hubiere oposición el Instituto recibirá las propuestas de los opositores, las que deberán ajustarse a lo dispuesto por la fracción IV del artículo 167 de este Reglamento.

Artículo 172.- Recibidas las propuestas a que se refiere el artículo anterior el Instituto las analizará y, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 212 de la Ley, publicará como definitiva la propuesta de tarifa que proceda.

Artículo 173.- Las tarifas expedidas por el Instituto preverán que los montos propuestos se actualicen los días primero de enero y primero de julio de cada año, en la misma medida en la que se haya incrementado durante el semestre inmediato anterior el Índice Nacional de Precios al Consumidor que publica mensualmente el Banco de México.”

40. Dicho reglamento entraría en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial
. No obstante lo anterior, para evitar algún vacío o laguna jurídica en la imposición o acuerdo de las tarifas, para dar tiempo a la emisión de las nuevas, al tenor de las normas que se han reproducido, el nuevo Reglamento, en su artículo tercero transitorio dispuso:

“TERCERO.-Las tarifas expedidas para el cobro de regalías mantendrán su vigencia hasta en tanto el Instituto proponga las nuevas.”

41. Al margen de lo anterior, por Decreto Presidencial publicado en el Diario Oficial de la Federación de veintitrés de julio de dos mil tres, se adicionó a la Ley Federal del Derecho de Autor el artículo 26 bis, cuyo contenido es el siguiente: 
“Artículo 26 bis.-El autor y su causahabiente gozarán del derecho a percibir una regalía por la comunicación o transmisión pública de su obra por cualquier medio. El derecho del autor es irrenunciable. Esta regalía será pagada directamente por quien realice la comunicación o transmisión pública de las obras directamente al autor, o a la sociedad de gestión colectiva que los represente, con sujeción a lo previsto por los Artículos 200 y 202 Fracciones V y VI de la Ley.

El importe de las regalías deberá convenirse directamente entre el autor, o en su caso, la Sociedad de Gestión Colectiva que corresponda y las personas que realicen la comunicación o transmisión pública de las obras en términos del Artículo 27 Fracciones II y III de esta Ley. A falta de convenio el Instituto deberá establecer una tarifa conforme al procedimiento previsto en el Artículo 212 de esta Ley.”

42. En los artículos transitorios de esa reforma de dos mil tres, el órgano legislativo dispuso lo siguiente:

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación.
Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

Tercero. El Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor publicado en el Diario Oficial de la Federación el día veintidós de mayo de mil novecientos noventa y ocho, deberá ser reformado y adicionado dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, con el objeto de ajustar las disposiciones del mismo, a las presentes reformas y adiciones.

Hasta aquí la relación de los antecedentes.

43. Como se advierte de lo anterior, la regalía es un derecho que se genera en un acuerdo de voluntades para la comunicación o transmisión pública de una obra por cualquiera de los medios previstos por el artículo 27 de la Ley Federal del Derecho de Autor, que tiene como finalidad retribuir a los autores su trabajo creativo, lo que surge de una disposición de ley, pues se trata de un derecho establecido en la ley para regular una actividad específica entre particulares.

44. De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 26 bis y 212 de la Ley Federal del Derecho de Autor, existen dos formas de determinar el importe de las regalías, (i) por convenio entre las partes y, (ii) a falta de ese acuerdo, corresponderá al Instituto establecer la tarifa conforme a lo previsto en la Ley.

45. En cuanto al segundo de esos mecanismos, la Ley Federal de Derecho de Autor establece un procedimiento especial para que el Instituto Nacional del Derecho del Autor, a solicitud expresa de las sociedades de gestión colectiva o de los usuarios, proponga las tarifas para el pago de regalías, en el que previo análisis de la solicitud respectiva y tomando en consideración los usos y costumbre en el ramo de que se trate y las tarifas aplicables en otros países por el mismo concepto, determine la tarifa cuya expedición se solicita. Sobre esto, en la reforma de dos mil tres el legislador impuso un plazo de noventa días para que en el reglamento se llevaran a cabo las reformas y adiciones a fin de ajustar su contenido a lo dispuesto en la ley para el establecimiento de las tarifas de acuerdo a los artículos 212 y 26 bis de la ley de la materia. A pesar de esa orden, el Reglamento –por el contenido de su artículo tercero transitorio incorporado en mil novecientos noventa y ocho– sigue rigiendo en el sentido de que continúan vigentes las tarifas de mil novecientos cincuenta y siete, hasta en tanto el Instituto emita las nuevas.
46. En efecto, es al amparo de esa norma reglamentaria que las tarifas expedidas por la Secretaría de Educación Pública en mil novecientos cincuenta y siete para el cobro de regalías, mantienen hoy su vigencia y hasta en tanto el Instituto proponga las nuevas.

47. Ahora bien, las recurrentes sostienen que el artículo Tercero transitorio del Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor es inconstitucional porque rebasa las facultades reglamentarias, planteamiento que esta Primera Sala considera fundado, en atención a que va más allá de lo que prevé la ley que reglamenta, contraviene su contenido e impide que aquella cobre  vigencia.
48. Por razones metodológicas y en atención a las cuestiones que aquí se involucran a partir de los argumentos expresados en vía de conceptos de violación, resulta conveniente desarrollar los tres temas siguientes: a) Ultractividad de las normas; b) principio de división funcional de atribuciones; y, c) los alcances y limitaciones de la facultad reglamentaria del presidente de la República.

a) Ultractividad de las normas

49. La derogación constituye el modo más frecuente de cesación de la vigencia de las leyes. Grosso modo puede afirmarse que la derogación tiene como efecto último la pérdida de vigencia de otra ley anterior. Sin embargo, para prorrogar la vigencia del cuerpo normativo derogado o de algunas de sus disposiciones en casos específicos, el legislador puede, o bien, dictar normas de conflicto particulares (destinadas a encauzar la sucesión de dos o más leyes concretas); o bien, dictar normas de conflicto generales (encaminadas a dirigir la sucesión de cualesquiera leyes). En ambos casos, se afirma que se actualiza la ultractividad de la ley, cuya finalidad es que la norma, a pesar de haber sido derogada o abrogada, se siga aplicando a hechos o actos posteriores a la iniciación de la vigencia de la nueva ley, pero respecto de los cuales el legislador estima que deben ser regidos por la anterior, lo que implica que para ellos sigue teniendo vigencia
50. Ahora bien, cuando el legislador opta por dictar normas de conflicto particulares, lo que hace es dictar una o varias normas ad hoc, que suelen estar recogidas en las llamadas disposiciones transitorias, en las que de antemano puede solucionar futuros conflictos de leyes estableciendo, en un caso, cuál de las dos —la antigua o la nueva ley— es la llamada a regular cada tipo de situación jurídica, o en otro supuesto, imponer una regulación específica a las situaciones aún no resueltas en el momento del cambio legislativo, o a las situaciones que se produzcan en tanto entra plenamente en vigor la nueva ley en los casos de eficacia diferida. A través de estos dos tipos de disposiciones transitorias el legislador puede dar soluciones particularizadas a cada supuesto concreto de sucesión temporal de leyes
.
51. La derogación puede producirse entre disposiciones o tipos normativos diversos pero, en esa labor de control de regularidad, el principio de jerarquía normativa juega un papel primordial pues tanto la derogación de las normas como la eventual orden de ultractividad del ordenamiento o de una parte de él, solamente puede establecerse en una disposición del mismo rango o en una superior (que tenga idéntico ámbito material y goce de mayor fuerza); de modo que una ley puede derogar otra ley y establecer los casos en que opere la ultractividad, como también  una ley puede derogar un reglamento y prescribir que algunas de sus normas sigan vigentes o que, el reglamento –en su totalidad– debe seguir aplicándose a ciertos casos específicos; sin embargo, ese razonamiento no opera a la inversa, precisamente porque, no puede una disposición transitoria contenida en la norma inferior, establecer la ultractividad de una ley que le es impropia pues, en todo caso, es la ley derogatoria la que debe establecer una prórroga de la vigencia de sus  normas.
52. De  esta última aseveración, surge entonces la siguiente pregunta: ¿puede una disposición transitoria contenida en un Reglamento, ordenar la ultractividad de ciertas normas técnicas derivadas de la ley que –por orden expresa de la ley que reglamenta–, ha sido abrogada?
53. Es menester recodar que las recurrentes señalan que el artículo transitorio transgrede los artículos 49 y 89, fracción I, de la Constitución, pues a su parecer, el poder ejecutivo no se limitó a proveer en la esfera administrativa de exacta aplicación, sino que pretende modificar y crear supuestos distintos a la ley que reglamenta, sin que tenga atribuciones para ello. Ha lugar entonces a explicar los dos temas restantes
.
b) Principio de división funcional de atribuciones 
54. El artículo 49 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
 establece que el Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial y que no podrán reunirse dos o más de estos poderes en un solo individuo o corporación. Sin embargo, ha sido criterio reiterado de esta Suprema Corte, que la división funcional de atribuciones que establece dicho numeral no opera de manera rígida, sino flexible, ya que el reparto de funciones encomendadas a cada uno de los poderes no constituye una separación absoluta y determinante, sino por el contrario, entre ellos se debe presentar una coordinación o colaboración para lograr un equilibrio de fuerzas y un control recíproco que garantice la unidad política del Estado
.
55. Como se advierte, en nuestro país la división funcional de atribuciones no opera de manera tajante y rígida (identificada con los órganos que las ejercen), sino que se estructura con la finalidad de establecer un adecuado equilibrio de fuerzas, mediante un régimen de cooperación y coordinación que funcionan como medios de control recíproco, limitando y evitando el abuso en el ejercicio del poder público, garantizando así la unidad del Estado y asegurando el establecimiento y la preservación del Estado de derecho.
56. Por su parte, el artículo 133 de la Constitución Federal, consagra el principio de supremacía, que impone su jerarquía normativa a la que deben sujetarse todos los órganos del Estado y todas las autoridades y funcionarios en el ejercicio de sus atribuciones, por lo que, el hecho de que la división de poderes opere de manera flexible sólo significa que entre ellos existe una colaboración y coordinación en los términos establecidos, pero no los faculta para arrogarse facultades que corresponden a otro poder, sino solamente aquellos que la propia Constitución les asigna.
57. Para que un órgano ejerza ciertas funciones es necesario que expresamente así lo disponga la Constitución Federal o que la función respectiva resulte estrictamente necesaria para hacer efectivas las facultades que le son exclusivas por efectos de la propia Constitución, así como que la función se ejerza en los casos expresamente autorizados o indispensables para hacer efectiva la facultad propia
.
c) Límites de la facultad reglamentaria del poder ejecutivo federal
58. El artículo 89, fracción I, de la Constitución Federal
, establece la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo Federal. Esta facultad se refiere a la posibilidad de que dicho poder provea en la esfera administrativa a la exacta observancia de las leyes; es decir, el Poder Ejecutivo Federal está autorizado para expedir las previsiones reglamentarias necesarias para la ejecución de las leyes emanadas por el órgano legislativo. Estas disposiciones reglamentarias, aunque desde el punto de vista material son similares a los actos legislativos expedidos por el Congreso de la Unión en cuanto que son generales, abstractas e impersonales y de observancia obligatoria, se distinguen de las mismas básicamente por dos razones: la primera, porque provienen de un órgano distinto e independiente del Poder Legislativo, como es el Poder Ejecutivo; la segunda, porque son, por definición constitucional, normas subordinadas a las disposiciones legales que reglamentan y no son leyes, sino actos administrativos generales cuyos alcances se encuentran acotados por la misma ley.
59. Esa facultad reglamentaria del presidente de la República se encuentra sujeta a un principio fundamental: el principio de legalidad, del cual se derivan, según los precedentes de este tribunal, dos principios subordinados: el de reserva de ley y el de subordinación jerárquica a la misma.
a) El principio de reserva de ley. Este principio evita que el reglamento aborde novedosamente materias reservadas en forma exclusiva a las leyes emanadas del Congreso de la Unión o, dicho de otro modo, prohíbe a la ley la delegación del contenido de la materia que tiene por mandato constitucional regular. 
b) Principio de subordinación jerárquica. Este principio consiste en la exigencia de que el reglamento esté precedido de una ley, cuyas disposiciones desarrolle, complemente o detalle y en los que encuentre su justificación y medida. 
60. Así, la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo Federal tiene como principal objeto un mejor proveer en la esfera administrativa, pero siempre con base en las leyes reglamentadas.
61. En este sentido, es claro que el reglamento depende de la ley porque el primero actúa en observancia de la segunda. Así, es competencia exclusiva de la ley la determinación del qué, quién, dónde y cuándo de una situación jurídica general, hipotética y abstracta, a diferencia del reglamento, el cual sólo podrá ocuparse del cómo de esos mismos supuestos jurídicos, siempre dentro del límite de la ley. Es decir, si el reglamento sólo funciona en la zona del cómo, sus disposiciones podrán referirse a las otras preguntas (qué, quién, dónde y cuándo), siempre que éstas ya estén contestadas por la ley y, por tanto, no puede ir más allá de ella, ni extenderla a supuestos distintos ni mucho menos contradecirla. Únicamente debe concretarse a indicar los medios para cumplirla y, además, cuando existe reserva de ley el mismo legislador no puede autorizar, de ningún modo, al reglamento para abordar los aspectos que deben ser materia de tal disposición.
62. Por todo lo anterior, los reglamentos expedidos por el Poder Ejecutivo no pueden, en ningún caso, invadir la esfera normativa del Poder Legislativo, ni este puede autorizar al reglamento la regulación de materias que tiene expresamente reservadas. Todo ello, de conformidad con la interpretación del artículo 133 de la Constitución Federal que establece, por un lado, la superioridad de la misma y, por otro, que las leyes emitidas por el Congreso de la Unión son jerárquicamente superiores a los reglamentos del Ejecutivo al ser parte de la "Ley Suprema de toda la Unión".
63. Ciertamente, el principio de jerarquía normativa implica la coexistencia dentro de un mismo ordenamiento de diferentes tipos de normativos, es decir, de diferentes disposiciones o actos idóneos para producir normas jurídicas. Lo característico de un sistema de fuentes basado en el principio de jerarquía es que no todos los tipos normativos tienen una misma fuerza, ni es indiferente que una materia dada esté regulada por uno u otro tipo normativo, pues éstos se estructuran con base en la prevalencia de unos sobre otros, de manera que exista una cadena o escala de ordenación, en la que los tipos normativos de superior rango prevalecen sobre todos los de rango inferior.
64. Así, en el orden federal, el Congreso de la Unión tiene facultades legislativas, abstractas, amplias, impersonales e irrestrictas consignadas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para expedir leyes en las diversas materias que ésta consigna; por tanto, en tales materias es dicho órgano legislativo el que debe materialmente realizar la normatividad correspondiente, y aunque no puede desconocerse la facultad normativa del presidente de la República, dado que ésta atribución del titular del Ejecutivo se encuentra también expresamente reconocida en la Constitución, dicha facultad del Ejecutivo se encuentra limitada a los ordenamientos legales que desarrolla o pormenoriza y que son emitidos por el órgano legislativo en cita.
65. Es a partir de las anteriores premisas que enseguida se examinarán los conceptos de violación.

Análisis del caso específico
66. En el siguiente cuadro se resumen, de manera gráfica, los antecedentes que dieron lugar, tanto a la emisión de las Tarifas establecidas por el ejecutivo a través de la Secretaría de Educación Pública en mil novecientos cincuenta y siete, como la disposición transitoria contenida en el Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor, que establece la vigencia de esas tarifas hasta en tanto el Instituto proponga las nuevas y, a partir de los cuales, los recurrentes afirman la inconstitucionalidad de esa norma.

	VALIDEZ
	Leyes
	1956
	1957
	1996
	1998
	2003

	
	
	29/DIC:

Se publica en el DOF la Ley Federal sobre el Derecho de Autor.

	
	24/DIC:

Se publica en el DOF la Ley Federal del Derecho de Autor, que abroga la de 1956.


	
	23/JUL

Reforma a la Ley de 1996. 

Se adiciona el artículo 26 bis.

Tercero Transitorio:

El Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor publicado en el Diario Oficial de la Federación el día veintidós de mayo de mil novecientos noventa y ocho, deberá ser reformado y adicionado dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, con el objeto de ajustar las disposiciones del mismo, a las presentes reformas y adiciones.

	
	Normas técnicas y reglamentarias
	
	8/AGO:

Se publican en el DOF las Tarifas emitidas por la Secretaría de Educación Pública, en atención al artículo 95 de la Ley de 1956.


	
	22/MAYO:

Se publica en el DOF el Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor.

Tercero transitorio:
Las tarifas expedí-das para el cobro de regalías manten-drán su vigencia hasta en tanto el Instituto proponga las nuevas.
NORMA CUESTIONADA


	

	
	VIGENCIA


67. En relación con lo anterior, debe destacarse que no fue el Poder Legislativo el que incorporó –en las normas transitorias de la Ley Federal del Derecho de Autor de mil novecientos noventa y seis– la vigencia de las tarifas emitidas por la Secretaría de Educación Pública en mil novecientos cincuenta y siete para evitar vacíos o lagunas jurídicas, antes bien, al incorporar el artículo 212​
 en dicho cuerpo normativo, implementó un nuevo procedimiento a seguir para la fijación de las nuevas tarifas, en el que se partiría de la solicitud expresa de las sociedades de gestión colectiva o de los usuarios respectivos, solicitud que sería evaluada tomando en consideración los usos y costumbres en el ramo de que se trate y las tarifas aplicables en otros países por el mismo concepto, cuyo resultado debería ser publicado en el Diario Oficial de la Federación, con lo que se otorgaría certidumbre a los interesados sobre el procedimiento para su determinación. 
68. Asimismo, al adicionar el artículo 26 bis con motivo de la reforma de dos mil tres, el propio legislador consideró que el importe de las regalías debería convenirse directamente entre los interesados o, en su defecto, debería establecerse una tarifa conforme al procedimiento previsto en el artículo 212 ya citado, lo que dio lugar a ordenar, en las disposiciones transitorias el ajuste correspondiente en el Reglamento publicado el veintidós de mayo de mil novecientos noventa y ocho, situación que impide afirmar que el órgano legislativo haya considerado la posibilidad de prorrogar la vigencia de las tarifas que habían sido establecidas al amparo de la ley abrogada.
69. No obstante lo anterior, el artículo Tercero transitorio del Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor prescribe la vigencia de las tarifas expedidas por la Secretaría de Educación Pública en mil novecientos cincuenta y siete, emitidas conforme a la ley que fue abrogada por aquélla en la que el propio Reglamento encuentra su razón de ser, hasta en tanto el Instituto proponga las nuevas.
70. Se sigue de lo examinado que asiste la razón a los quejosos cuando sostienen que el artículo transitorio impugnado transgrede el artículo 89, fracción I, constitucional, porque en su contenido:
· Se pasa por alto que el reglamento tiene como objeto y límite la ley que reglamenta y que, por ende, las disposiciones reglamentarias  sólo funcionan en la zona del cómo deben ejecutarse o administrarse los supuestos jurídicos prescritos de manera general en la ley reglamentada. En franca transgresión a lo anterior, el precepto que se examina, pretende declarar la subsistencia de tarifas que tienen su origen en una ley diferente a la que reglamenta, lo que, en su caso, correspondía señalar al legislador que emitió la Ley del Derecho de Autor de mil novecientos noventa y seis, no así a la autoridad administrativa, cuyas facultades se circunscriben a dar operatividad a la ley que le dio origen.

·  Contraviene lo dispuesto en la ley que reglamenta, pues al generar la ultractividad de las tarifas que en mil novecientos cincuenta y siete emitió la Secretaría de Educación Pública (lo que de suyo ya transgrede el principio de subordinación jerárquica), desatiende el propósito de la Ley Federal del Derecho de Autor que otorga la facultad de establecer las tarifas al Instituto Nacional del Derecho de Autor, con la participación de los sectores interesados y tomando en cuenta los usos y costumbres del ramo de que se trate y lo que, sobre el particular, se ha dicho en otros países. Y en esas circunstancias, de ninguna manera puede afirmarse que dicha norma transitoria tiene como finalidad hacer posible la observancia, aplicación y exacto cumplimiento de la Ley sobre los pasos a seguir para la fijación de las nuevas tarifas.

· Dicha norma sirve de justificación para evitar que la Ley Federal del Derecho de Autor a la que, en principio, debería reglamentar, cobre efectiva vigencia, más aún cuando a pesar de que, desde la reforma de dos mil tres, se ordenó hacer los ajustes necesarios al Reglamento para guardar coherencia con las nuevas disposiciones adicionadas, éstas no se han llevado a cabo.

Por todo lo anterior, en respuesta a la segunda de las preguntas formuladas para el estudio de este asunto, se concluye que el artículo Tercero transitorio del Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor resulta inconstitucional por contravenir los artículos 81, fracción I, y 49 de la Constitución Política.
� Jurisprudencia P./J. 53/2014 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Pleno, Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo I, Página: 61. 


�Artículo 21. Por “pequeño derecho” se entiende la remuneración que debe pagarse al autor de una obra dramática, musical o dramático-musical, por la representación, exhibición o ejecución pública de todo o parte de ella, en sitios en que se lucre en alguna forma.


Artículo 22. Se considerarán realizadas con espíritu de lucro, cualquiera audición musical, representación artística, difusión radiotelefónica, en la que los músicos, ejecutantes o transmitentes, reciban retribución por su trabajo.


Artículo 23. Se considerarán obligados al pago del pequeño derecho todas las personas que aun no lucrando directamente con la representación, exhibición o ejecución de una obra, se valen de ella como anuncio, o para atraer la atención pública respecto a sus artículos, mercancías o servicios.


Artículo 24. El monto del pequeño derecho se causará de acuerdo con la siguiente: (cuadro tarifario).


Artículo 25. Para los efectos de la aplicación de la tarifa a que se refiere el artículo anterior, se señalan cinco minutos como duración máxima por cada ejecución de una obra y, por tanto, si por cualquiera circunstancia no fuere posible precisar cuándo termina la ejecución de una obra o cuándo principia la de otra, se causarán las cuotas correspondientes por cada cinco minutos de duración.


Las propias cuotas se aplicarán a los casos en que las ejecuciones se lleven a cabo por ejecutantes, pero si se emplean medios mecánicos, se causará una cuota adicional de veinticinco por ciento, quedando exceptuada de este aumento la comuna “B” (películas cinematográficas). Los casos de ejecuciones no previstos en la tarifa, causarán los derechos fijados en la columna “F”.


Artículo 26. El cobro del pequeño derecho se hará por los autores, sus representantes legales o causahabientes. La Secretaría de Educación Pública expedirá certificaciones que acrediten la facultad otorgada por un autor en favor de una persona física o moral, para hacer efectivo el importe de ese pequeño derecho, siempre que se inscriba en la Oficina del Registro el documentos en que conste dicha facultad, siendo indubitables dichas certificaciones para los derechos del cobro.


� Última reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 14-09-2005.


�TRANSITORIOS 


PRIMERO.- El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial.


�Diez- Picazo Luis María. La derogación de las leyes. Civitas, Madrid, 1990. 


� Al respecto, se retoman las consideraciones emitidas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Controversia Constitucional 41/2006, bajo la Ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, que dio origen a la Jurisprudencia P./J. 79/2009, publicada en la página mil sesenta y siete, del Tomo XXX, agosto de dos mil nueve, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, que a la letra dice: “FACULTAD REGLAMENTARIA DEL PODER EJECUTIVO FEDERAL. SUS PRINCIPIOS Y LIMITACIONES. La Suprema Corte ha sostenido reiteradamente que el artículo 89, fracción I, de la Constitución Federal establece la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo Federal, la que se refiere a la posibilidad de que dicho poder provea en la esfera administrativa a la exacta observancia de las leyes; es decir, el Poder Ejecutivo Federal está autorizado para expedir las previsiones reglamentarias necesarias para la ejecución de las leyes emanadas por el órgano legislativo. Estas disposiciones reglamentarias, aunque desde el punto de vista material son similares a los actos legislativos expedidos por el Congreso de la Unión en cuanto que son generales, abstractas e impersonales y de observancia obligatoria, se distinguen de las mismas básicamente por dos razones: la primera, porque provienen de un órgano distinto e independiente del Poder Legislativo, como es el Poder Ejecutivo; la segunda, porque son, por definición constitucional, normas subordinadas a las disposiciones legales que reglamentan y no son leyes, sino actos administrativos generales cuyos alcances se encuentran acotados por la misma Ley. Asimismo, se ha señalado que la facultad reglamentaria del Presidente de la República se encuentra sujeta a un principio fundamental: el principio de legalidad, del cual derivan, según los precedentes, dos principios subordinados: el de reserva de ley y el de subordinación jerárquica a la misma. El primero de ellos evita que el reglamento aborde novedosamente materias reservadas en forma exclusiva a las leyes emanadas del Congreso de la Unión o, dicho de otro modo, prohíbe a la ley la delegación del contenido de la materia que tiene por mandato constitucional regular. El segundo principio consiste en la exigencia de que el reglamento esté precedido de una ley, cuyas disposiciones desarrolle, complemente o detalle y en los que encuentre su justificación y medida. Así, la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo Federal tiene como principal objeto un mejor proveer en la esfera administrativa, pero siempre con base en las leyes reglamentadas. Por ende, en el orden federal el Congreso de la Unión tiene facultades legislativas, abstractas, amplias, impersonales e irrestrictas consignadas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para expedir leyes en las diversas materias que ésta consigna; por tanto, en tales materias es dicho órgano legislativo el que debe materialmente realizar la normatividad correspondiente, y aunque no puede desconocerse la facultad normativa del Presidente de la República, dado que esta atribución del titular del Ejecutivo se encuentra también expresamente reconocida en la Constitución, dicha facultad del Ejecutivo se encuentra limitada a los ordenamientos legales que desarrolla o pormenoriza y que son emitidos por el órgano legislativo en cita”.


� Artículo 49.- El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. - - - No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 29. En ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se otorgarán facultades extraordinarias para legislar.


� Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la tesis P. CLVIII/2000, el rubro y texto siguientes: "PODERES DE LA FEDERACIÓN. LAS ATRIBUCIONES DE UNO RESPECTO DE LOS OTROS SE ENCUENTRAN LIMITATIVAMENTE PREVISTAS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LAS LEYES QUE A ELLAS SE AJUSTAN. Del análisis de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte, por una parte, que en su artículo 49 establece como nota característica del Gobierno Mexicano, el principio de división de poderes al señalar expresamente que ‘El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.’. Determinando en su segundo párrafo, como regla general, que no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, lo que sustenta el principio complementario de autonomía de cada poder. Por su parte, también se aprecia que ambos principios no implican que los poderes tengan que actuar siempre y necesariamente separados, pues si bien cada uno tiene señaladas sus atribuciones (73, Congreso de la Unión; 74, facultades exclusivas de la Cámara de Diputados; 76, facultades exclusivas de la Cámara de Senadores; 77, facultades de ambas Cámaras en que no requieren de la intervención de la otra; 78, atribuciones de la Comisión Permanente; 79, facultades de la autoridad de Fiscalización Superior de la Federación; 89, facultades y obligaciones del presidente de la República; 99, facultades del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; 103, 104, 105, 106 y 107, facultades de los Tribunales del Poder Judicial de la Federación), del examen de las mismas se aprecia que en varios casos se da una concurrencia de poderes, como ocurre, por ejemplo, en la designación de Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en que participan el Poder Legislativo, a través de la Cámara de Senadores, que hace la designación, y el presidente de la República, titular del Poder Ejecutivo, que presenta ternas para que de ellas se seleccione a quienes se designe. Conforme al principio de supremacía constitucional, cabe inferir que cuando se está en presencia de facultades u obligaciones de cada uno de los poderes que se relacionan con otro poder, las mismas deben estar expresamente señaladas en la propia Constitución y si bien el Congreso de la Unión tiene dentro de sus atribuciones dictar leyes, ello no puede exceder lo establecido en el artículo 49 de la Constitución, ni lo expresamente señalado en las disposiciones especificadas, relativas a las facultades y deberes de cada poder. Por consiguiente, las fracciones XXIV y XXX del artículo 73, que precisan como facultades del Congreso de la Unión la de ‘... expedir la ley que regule la organización de la entidad de Fiscalización Superior de la Federación y las demás que normen la gestión, control y evaluación de los Poderes de la Unión ...’; y la de ‘... expedir todas las leyes que sean necesarias, a objeto de hacer efectivas las facultades anteriores, y todas las otras concedidas por esta Constitución a los Poderes de la Unión.’, deben interpretarse enmarcadas y limitadas por los principios referidos, es decir, salvaguardando el de división de poderes y el de autonomía de cada uno y regulando, en detalle, las facultades y obligaciones que a cada poder señala la propia Constitución, pero sin introducir atribuciones u obligaciones que no estén consignadas en la misma y que supusieran no ajustarse a ella, vulnerando los repetidos principios."


� Así se explica en la jurisprudencia P./J. 52/2005 de rubro: "DIVISIÓN DE PODERES. EL EQUILIBRIO INTERINSTITUCIONAL QUE EXIGE DICHO PRINCIPIO NO AFECTA LA RIGIDEZ DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL” y en las tesis de jurisprudencia P./J. 10/2006(50) y P./J. 9/2006,(51) cuyos epígrafes dicen: "ÓRGANOS LEGISLATIVOS. TIPOS DE FACULTADES O COMPETENCIAS DERIVADAS DEL PRINCIPIO DE DIVISIÓN FUNCIONAL DE PODERES” y "PRINCIPIO DE DIVISIÓN FUNCIONAL DE PODERES. SUS CARACTERÍSTICAS”, respectivamente.


� Artículo 89.- Las facultades y obligaciones del Presidente, son las siguientes: - - - I.- Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia.


� “Artículo 212.-Las tarifas para el pago de regalías serán propuestas por el Instituto a solicitud expresa de las sociedades de gestión colectiva o de los usuarios respectivos. - - - El Instituto analizará la solicitud tomando en consideración los usos y costumbres en el ramo de que se trate y las tarifas aplicables en otros países por el mismo concepto. Si el Instituto está en principio de acuerdo con la tarifa cuya expedición se le solicita, procederá a publicarla en calidad de proyecto en el Diario Oficial de la Federación y otorgará a los interesados un plazo de 30 días para formular observaciones. Si no hay oposición, el Instituto procederá a proponer la tarifa y a su publicación como definitiva en el Diario Oficial de la Federación. - - - Si hay oposición, el Instituto hará un segundo análisis y propondrá la tarifa que a su juicio proceda, a través de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.”
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